DECRETO No.  0058
(              24 de Abril de 2.006                          )

POR EL CUAL SE REGLAMENTA LA ADMINISTRACIÓN DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE BUCARAMANGA

EL ALCALDE MUNICIPAL DE BUCARAMANGA

En uso de sus facultades Constitucionales, legales y en especial las conferidas en la Constitución Política de Colombia, el Decreto  1333 de 1986, la Ley 136 de 1994, la Ley 1010 de 2006  y

CONSIDERANDO:

1. Que según la Constitución Nacional es atribución del Alcalde, dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones; velar por que los empleados al servicio del municipio desempeñen oportuna y debidamente sus funciones; dictar los actos necesarios para la administración del personal que presta sus servicios en el municipio de conformidad con la normatividad vigente.
2. Que la ley 909 de 2004, tiene por objeto la regulación del sistema de empleo público, el establecimiento de los principios básicos que deben regular el ejercicio de la gerencia pública y quienes prestan servicios personales remunerados, con vinculación legal y reglamentaria, en los organismos y entidades de la administración pública, conforman la función pública. En desarrollo de sus funciones y en el cumplimiento de sus distintos cometidos, la función pública asegurará la atención y satisfacción de los intereses generales de la comunidad.
3. Que la función pública se desarrolla  teniendo en cuenta los principios constitucionales de igualdad, mérito, moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, transparencia, celeridad y publicidad.
4. El Congreso de la República expidió la Ley 734 de 2002 denominado Código Disciplinario Único,  por lo tanto se debe dar aplicación en la administración municipal de Bucaramanga.
5. Que se debe adoptar medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamiento  en el marco de las relaciones de trabajo, según lo contempla la ley 1010 del 23 de enero de 2006.
6. Que existe un conjunto de normas jurídicas sobre la administración de personal al servicio de los municipios y se torna oportuno y necesario de integración, aplicación y observancia.
En mérito de lo anteriormente, expuesto

DECRETA:

LIBRO I

EMPLEO PÚBLICO

TÍTULO I

OBJETO DE LA LEY

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1: DEL CAMPO DE APLICACIÓN: El presente reglamento regula la administración de personal que presta  los servicios en  los empleos de la administración municipal de Bucaramanga, con el carácter de empleados  públicos.
ARTÍCULO 2: DEL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE PERSONAL: El sistema de administración de personal estará integrado por la Comisión de Personal y la Secretaría Administrativa o quien ejerza dichas funciones.

ARTÍCULO 3: DE LA COMISIÓN DE PERSONAL: El Artículo 16 de la Ley 909 de 2004: Prevé que en todos los organismos y entidades reguladas por está Ley deberá existir una Comisión de Personal.

ARTÍCULO 4: CONFORMACIÓN COMISIÓN DE PERSONAL: La Comisión de Personal de la Alcaldía Municipal de Bucaramanga, estará conformada por dos (2) representantes de la entidad  designados por el nominador o por quien haga sus veces y dos (2) representantes de los empleados quienes deben ser de carrera administrativa y elegidos por votación directa de los empleados. 

Las decisiones de la Comisión  se tomarán por mayoría  absoluta. En caso de empate se repetirá nuevamente la votación y en caso de persistir, este se dirimirá por el jefe de control interno de la Alcaldía Municipal de Bucaramanga.

Esta Comisión se reunirá por lo menos una vez al mes y será convocada por cualquiera de sus integrantes o por el jefe de personal de la entidad u organismo o quien haga sus veces, quien será el secretario de la misma, quien no tendrá voto y en ningún caso podrá ser miembro de la misma y llevará en estricto orden y rigurosidad las actas de las reuniones. Tampoco podrá ser miembro de la Comisión de personal el Jefe de Control Interno o quien haga sus veces, salvo que deba actuar de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 909 de 2004.

La Comisión elegirá de su seno un presidente.

ARTÍCULO 5: FUNCIONES DE LA COMISIÓN DE PERSONAL: 

Además de las asignadas en otras normas, la Comisión de Personal cumplirá las siguientes funciones:

a) Velar porque los procesos de selección para la provisión de empleos y de evaluación de desempeño se realicen conforme con lo establecido en las normas y procedimientos legales y reglamentarios y con los lineamientos señalados por la Comisión Nacional del Servicio Civil. Las citadas atribuciones se llevarán a cabo sin perjuicio de las facultades de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Para tal efecto, la Comisión de Personal deberá elaborar los informes y atender las solicitudes que aquella requiera.

b) Resolver las reclamaciones que en materia de procesos de selección y evaluación del desempeño y encargo les sean atribuidas por el procedimiento especial.

c) Solicitar a la Comisión Nacional del Servicio Civil exclusión de la lista de elegibles de las personas que hubieren sido incluidas sin reunir los requisitos exigidos en las respectivas convocatorias, o con violación de las leyes o reglamentos que regulan la carrera administrativa. En el caso de no atenderse la solicitud, deberán informar de esta situación a la Comisión Nacional del Servicio Civil para que adopte las medidas pertinentes.
d) Conocer, en primera instancia, de las reclamaciones que formulen los empleados de carrera que hayan optado por el derecho preferencial a ser vinculados, cuando se les supriman sus empleos, por considerar que han sido vulnerados sus derechos;
e) Conocer, en primera instancia, de las reclamaciones que presenten los empleados por los efectos de las incorporaciones a las nuevas plantas de personal de la entidad o por desmejoramiento de sus condiciones laborales o por los encargos;
f) Velar porque los empleos se provean en el orden de prioridad establecido en las normas legales y porque las listas de elegibles sean utilizadas dentro de  los principios de economía, celeridad y eficacia de la  función administrativa.

g) Velar porque en los procesos de selección se cumplan los principios y reglas previstas en esta Ley.

h) Participar en la elaboración anual de formación y capacitación y en el de estímulos y en su seguimiento.

i) Proponer en la respectiva entidad la formulación de programas para el diagnóstico y medición del clima organizacional.

j) Participar en la elaboración del manual específico de funciones.

k) Las demás funciones que le sean atribuidas por la Ley o el reglamento.

La Comisión de Personal de la Alcaldía Municipal de Bucaramanga deberá informar a la Comisión Nacional del Servicio Civil de todas las incidencias que se produzcan en los procesos de selección, evaluación del desempeño y de los encargos. Trimestralmente enviará a la Comisión Nacional del Servicio Civil un informe detallado de sus actuaciones  y del cumplimiento de sus funciones. En cualquier momento la Comisión Nacional del Servicio Civil podrá asumir el conocimiento de los asuntos o enviar un delegado suyo para que elabore un informe al respecto y se adopten las decisiones que correspondan.

ARTÍCULO 6: DE LA UNIDAD DE PERSONAL
La unidad de personal o quien haga sus veces, en la administración municipal de Bucaramanga, se le aplica la Ley 909 de 2004 y sus decretos reglamentarios, es la estructura básica de la gestión de los recursos humanos en la administración pública. 
ARTÍCULO 7: DE LAS FUNCIONES DE LA UNIDAD DE PERSONAL:

1. Elaborar los planes estratégicos de recursos humanos.

2. Elaborar el plan anual de vacantes y remitirlo al Departamento Administrativo de la Función Pública, información que será utilizada para la planeación del recurso humano y la formulación de políticas.

3. Elaborar los proyectos de plantas, así como los manuales de funciones y requisitos, de conformidad con las normas vigentes, para lo cual podrán contar con la asesoría del Departamento Administrativo de la Función Pública, universidades públicas o privadas, o de firmas especializadas o profesionales en administración pública.

4. Determinar los perfiles de los empleos que deberán ser provistos mediante  proceso de selección por méritos.

5. Diseñar y administrar los programas de formación y capacitación, de acuerdo con lo previsto en la ley y en el Plan Nacional de formación y  Capacitación.

6. Organizar y administrar un registro sistematizado de los recursos humanos de la administración municipal, que permita la formulación de programas internos y la toma de decisiones. Esta información será administrada de acuerdo con las orientaciones y requerimientos del Departamento Administrativo de la Función Pública.

7. Implantar el sistema de evaluación de desempeño al interior de la administración municipal, de acuerdo con las normas vigentes y los procedimientos establecidos por la Comisión Nacional del Servicio Civil.
8. Todos los demás que le sean atribuidas por la Ley, el reglamento o el Manual de Funciones

ARTÍCULO 8: HORARIO DE TRABAJO
1). El ejercicio de las funciones de los empleos, cualquiera que sea la forma de vinculación con la administración se desarrollará bajo las siguientes modalidades:

a) EMPLEOS DE TIEMPO COMPLETO: 

Los empleados públicos que laboran en la administración municipal deben cumplir el siguiente horario de trabajo:

Lunes a Viernes: En la mañana de: 7:30 AM a 12:00 M  y en la tarde de 2:00 PM a 6:00 PM

El Alcalde Municipal de Bucaramanga,  o su delegado, podrá mediante acto administrativo modificar el horario de trabajo de los empleados públicos cuando él lo disponga y las circunstancias lo ameriten.

b) EMPLEOS DE TIEMPO COMPLETO O DE TIEMPO PARCIAL POR EXCEPCIÓN CONSULTANDO LAS NECESIDADES DE LA ENTIDAD

En las plantas de personal de los diferentes organismos y entidades a las que se les aplica la Ley 909 de 2004,  se determinará que empleos corresponden a tiempo completo, a tiempo parcial  y cuales a medio tiempo, de acuerdo con la jornada laboral establecida en el decreto Ley 1042 de 1978 o en el que lo modifique o sustituya.

TÍTULO II

EMPLEOS

CAPÍTULO I

DEL CARACTER DE LOS EMPLEOS 

ARTÍCULO 9: EMPLEO PÚBLICO: El empleo público es el núcleo básico de la estructura de la función pública objeto de la Ley 909 de 2004. Por empleo se entiende el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que se asignan a una persona y las competencias requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el cumplimiento del Plan de Desarrollo y los fines del Estado. 

El diseño de cada empleo debe contener: 

a) La descripción del contenido funcional del empleo, de tal manera que permita identificar con claridad las responsabilidades exigibles a quien sea su titular.

b) El perfil de competencias que se requiera para ocupar el empleo, incluyendo los requisitos de estudio y experiencia, así como también las demás condiciones para el acceso al servicio. En todo caso, los elementos del perfil han de ser coherentes con las exigencias funcionales del contenido del empleo.

c) La duración del empleo siempre que se trate de empleos temporales.

ARTÍCULO 10: DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS: Las personas que presten sus servicios a los organismos de la Administración Municipal se denominan Servidores  Públicos los cuales se encuentran vinculados a la administración por una relación legal y reglamentaria o por un contrato de trabajo.

Los empleos  se clasifican en: Elección Popular, Periodo Fijo, Libre Nombramiento y Remoción, Carrera Administrativa y Trabajadores Oficiales.
ELECCIÓN POPULAR: Es de elección popular el cargo de Alcalde Municipal.
LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN: Corresponden a uno de los siguientes criterios: a) Los de dirección, conducción y orientación institucional, cuyo ejercicio implica la adopción de políticas o directrices así: 

En la Administración Central 
Secretario (a) y Subsecretario (a) de despacho; Director (a) y de Departamento Administrativo; Jefe de Control Interno o quien haga sus veces; Jefes de Oficinas Asesoras de Jurídica, de Planeación.
c) Los empleos cuyo ejercicio implica la administración y el manejo directo de bienes, dineros y/o valores del Estado.

d) Los empleos que no pertenezcan a organismos de seguridad del Estado, cuyas funciones como las de escolta, consistan en la protección y seguridad personal de los servidores públicos
ARTÍCULO 11: DE LAS NORMAS APLICABLES
Los funcionarios públicos se rigen por los preceptos constitucionales,  legales y estatutos aplicables a éstos, igualmente los trabajadores oficiales se rigen por el Código Sustantivo del Trabajo y por  la Convención Colectiva de Trabajo.

CAPÍTULO II

DEL INGRESO Y EL ASCENSO AL EMPLEO PÚBLICO

ARTÍCULO 12: DE LA PROVISIÓN DE EMPLEOS.

La provisión de los empleos de la administración municipal se hará  de acuerdo a lo establecido en las normas legales.

ARTÍCULO 13: CLASES DE NOMBRAMIENTOS:

 CARRERA ADMINISTRATIVA:

Los nombramientos de carrera administrativa serán ordinarios, en periodo de prueba o en ascenso, con las personas que hayan sido  seleccionadas, según lo establecido en el título V de la Ley 909 de 2004 y demás normas que modifiquen o complementen.

LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN.

Los empleos de libre nombramiento y remoción serán provistos por nombramiento ordinario, previo el cumplimiento de los requisitos  exigidos para el desempeño del empleo y el procedimiento establecido en la Ley 909 de 2004 y lo hará el alcalde municipal o su delegado por acto administrativo.

ARTÍCULO 14: DEL TÉRMINO PARA LA POSESIÓN: Dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de aceptación de un empleo, la persona deberá tomar posesión. Este término podrá prorrogarse  por causa justificada a juicio de la autoridad nominadora, pero en todo caso, la prórroga no podrá exceder de treinta (30) días.

ARTÍCULO 15: DE LOS REQUISITOS PARA TOMAR POSESIÓN
Para tomar posesión de un cargo en la administración municipal de Bucaramanga, los empleados deben presentar los siguientes documentos: 

· Acto administrativo de nombramiento

· Documento de identidad

· Carta de aceptación del cargo.

· Documento que acredite tener definida la situación militar (Hombres)

· Certificado judicial expedido por el DAS

· Certificado de antecedentes fiscales, expedido por la Contraloría General de la República o quien haga sus veces.

· Certificado de antecedentes disciplinarios, expedido por la Procuraduría General de la Nación o quien haga sus veces.

· Hoja de vida en formato único expedido por el Departamento Administrativo de la Función Pública.

· Declaración de bienes y rentas según  formato expedido por el Departamento Administrativo de la Función Pública DAFP.

· Formato sobre información del pasivo pensional.

· Formulario de inscripción a la Caja de Compensación Familiar

· Declaración juramentada suscrita por el interesado, si tiene conocimiento sobre inhabilidades para desempeñar cargos públicos, según lo dispuesto en el artículo 174 de la Ley 201 de 1995.

· Declaración  juramentada suscrita por el interesado, si tiene conocimiento en proceso alimentario en su contra o que cumpliera con sus obligaciones familiares (ley 311 de 1996).

· Acreditar el cumplimiento de los requisitos mínimos exigidos para el desempeño del cargo que fue nombrado, de conformidad con lo estipulado en el Manual específico  de funciones y competencias laborales para los empleos de la planta de personal de la Alcaldía de Bucaramanga.

· Pago de las respectivas estampillas, de conformidad con las normas vigentes.

ARTÍCULO 16: DEL ACTO DE POSESIÓN

Ningún empleado público entrará a ejercer un cargo sin prestar juramento de respetar, cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes,  los reglamentos y cumplir fielmente los deberes que le corresponden. De este hecho deberá dejarse constancia por escrito en acta que firmará, el funcionario que da la posesión y el posesionado.

ARTÍCULO 17: ENCARGO

Mientras se surte el proceso de selección para proveer empleos de carrera administrativa y una vez convocado el respectivo concurso, los empleados de carrera  tendrán derechos a ser encargados de tales empleos si acreditan los requisitos para su ejercicio, posean las aptitudes y habilidades para su desempeño, no han sido sancionados disciplinariamente  en el último año y su última evaluación de desempeño sea sobresaliente. El término de esta situación no podrá ser superior a seis (6) meses.
El encargo deberá recaer en un empleado que se encuentre desempeñando el empleo inmediatamente inferior que exista en la planta de personal de la alcaldía, siempre y cuando reúna las condiciones y requisitos provistos en la norma. De no acreditarlos, se deberá encargar al empleado que acreditándolos desempeñe el cargo inmediatamente inferior  y así sucesivamente.

Los empleos de libre nombramiento y remoción en caso  de vacancia temporal o definitiva podrán ser provistos a través del encargo de empleados de carrera o de libre nombramiento y remoción, que cumplan los requisitos y el perfil para su desempeño. En caso de vacancia definitiva el encargo será hasta por el término de tres (3) meses, vencidos los cuales el empleo deberá ser provisto en forma definitiva.

ARTÍCULO 18: PROVISIÓN DE LOS EMPLEOS POR VACANCIA TEMPORAL
Los empleos de carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones administrativas que impliquen separación temporal de los mismos serán provistos en forma provisional solo por el tiempo que duren aquellas situaciones, cuando no fuere posible proveerlos mediante encargo con servidores públicos de carrera.

ARTÍCULO 19: COMISIÓN PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN

Los empleados de carrera administrativa con evaluación de desempeño sobresaliente, tendrán  derecho a que se les otorgue comisión  hasta por el término de tres (3) años, en periodos continuos o discontinuos, pudiendo ser prorrogado por un término igual, para desempeñar empleos de libre nombramiento y remoción  o por el término correspondiente cuando se trate de empleos de periodo, para los cuales hubieren sido nombrados  o elegidos en la misma entidad a la cual se encuentren vinculados o en otra. En todo caso, la comisión o la suma de ellas no podrá ser superior a seis (6) años, so pena de ser desvinculado del cargo de carrera administrativa en forma automática.

La comisión a que se refiere anteriormente, deberá otorgarse mediante acto administrativo  motivado, con el fin de preservarle  los derechos inherentes a la carrera, en éste acto debe señalarse el término de la misma a cuyo vencimiento el empleado debe reintegrarse al cargo de carrera o presentar renuncia a éste. De no cumplirse lo anterior, el jefe de la entidad declarará la vacancia del empleo y procederá a  proveerlo en forma definitiva, teniendo en cuenta el orden de prioridad establecido en el decreto 1227 de 2005.

Es facultativo del Alcalde Municipal otorgar comisión a empleados de carrera para ejercer empleos de libre nombramiento y remoción o de periodo cuando su última calificación de servicios haya sido satisfactoria sin alcanzar el nivel de sobresaliente

El Jefe de la Unidad de Personal o quien haga sus veces informará sobre estas novedades a la Comisión Nacional del Servicio Civil.

TÍTULO III

EL INGRESO Y EL ASCENSO A LOS EMPLEOS DE CARRERA

PROCESOS DE SELECCIÓN O CONCURSOS

CAPÍTULO I

CARRERA ADMINISTRATIVA

ARTÍCULO 20: CARRERA ADMINISTRATIVA
La carrera administrativa es un sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia en la administración pública y ofrecer estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público. Para alcanzar este objetivo, el ingreso y la permanencia  en los empleos de carrera administrativa se hará exclusivamente con base en el mérito, mediante procesos de selección en los que se garantice la transparencia y la objetividad, sin discriminación alguna.

ARTÍCULO 21: PRINCIPIOS QUE ORIENTAN EL INGRESO Y EL ASCENSO A LOS EMPLEOS PÚBLICOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA.

La ejecución de los procesos de selección para el ingreso y el ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa, se desarrollará de acuerdo con los siguientes principios:

a) Mérito: Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, el ascenso y la permanencia en los mismos estarán determinados por la demostración permanente de las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño de los empleos;

b) Libre concurrencia e igualdad en el ingreso: Todos los ciudadanos que acrediten  los requisitos determinados en las convocatorias podrán participar en los concursos sin discriminación de ninguna índole;

c) Publicidad: Se entiende por esta la difusión efectiva de las convocatorias en condiciones que permitan ser conocidas por la totalidad de los candidatos potenciales;

d) Transparencia en la gestión de los procesos de selección y en el escogimiento  de los jurados y órganos técnicos encargados de la selección;

e) Especialización en los órganos técnicos encargados de ejecutar los procesos de selección;

f) Garantía de imparcialidad de los órganos encargados de gestionar y llevar a cabo los procedimientos de selección y, en especial, de cada uno de los miembros responsable de ejecutarlos.

g) Confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad y las competencias de  los aspirantes a acceder a los empleos públicos  de carrera.

h) Eficacia en los procesos de selección para garantizar la adecuación de los candidatos seleccionados al perfil del empleo.

i) Eficiencia en los procesos de selección, sin perjuicio del respeto  de todas y cada una de las garantías que han  de rodear al proceso de selección.

ARTÍCULO 22: CONCURSOS
Los concursos  para el ingreso y el ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa serán abiertos para todas las personas que acrediten los requisitos exigidos para su desempeño.

ARTÍCULO 23: COMPETENCIA PARA ADELANTAR LOS  CONCURSOS
Los concursos o procesos de selección serán adelantados por la Comisión Nacional del Servicio Civil, a través de contratos o convenios ínter administrativos, suscritos con universidades públicas o privadas o instituciones de educación superior acreditadas por ella para tal fin. Los costos que genere la realización de los concursos serán con cargo al presupuesto de la Alcaldía.

ARTÍCULO 24: ETAPAS DEL PROCESO DE SELECCIÓN O CONCURSO
El proceso de selección comprende:

a) CONVOCATORIA: La convocatoria, que deberá ser suscrita por la Comisión Nacional del Servicio Civil, el Alcalde Municipal, es norma reguladora de todo concurso  y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes.

b) RECLUTAMIENTO: Esta etapa tiene como objetivo atraer e inscribir al mayor número de aspirantes que regulan los requisitos para el desempeño de los empleos objeto del concurso.

c) PRUEBAS: Las pruebas o instrumentos de selección tienen como finalidad apreciar la capacidad, idoneidad y adecuación de los aspirantes a los diferentes empleos que se convoquen, así como establecer una clasificación de los candidatos respecto a las calidades requeridas para desempeñar con efectividad las funciones de un empleo o cuadro funcional de empleos. La valoración de estos factores se efectuará a través de medios técnicos, los cuales deben responder a criterios de objetividad e imparcialidad. Las pruebas aplicadas o a utilizarse en los procesos de selección tienen carácter reservado, solo serán de conocimiento  de las personas que indique la Comisión Nacional del Servicio Civil en desarrollo de los procesos de reclamación.

d) LISTAS DE ELEGIBLES: Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles, que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con ésta y en estricto orden de mérito  se cubrirán las vacantes para las cuales se efectúo el concurso.

e) PERIODO DE PRUEBA: La persona no inscrita en carrera administrativa que haya sido seleccionada por concurso será nombrada en periodo de prueba, por el término de seis (6) meses, al final de los cuales le será evaluado el desempeño de acuerdo con lo previsto en el reglamento. Aprobado dicho periodo al obtener la evaluación satisfactoria el empleado adquiere los derechos de la carrera, los que deberán ser declarados mediante la inscripción en el registro Público de la Carrera Administrativa. De no obtener calificación satisfactoria del periodo de prueba, el nombramiento del empleado será declarado insubsistente.
   El empleado inscrito en el Registro Público de Carrera Administrativa que supere un concurso será nombrado en período de prueba, al final del cual se le actualizará su inscripción en el Registro Público, si obtiene calificación satisfactoria en la evaluación del desempeño laboral. En caso contrario, regresará al empleo que venía desempeñando antes del concurso y conserva su inscripción en la carrera administrativa. Mientras se produce la calificación del período de prueba, el cargo del cual era titular el empleado ascendido podrá ser provisto por encargo o mediante nombramiento provisional.
ARTÍCULO  25: RECLAMACIONES

Las reclamaciones que presenten los interesados y las demás actuaciones administrativas de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de las Unidades de Personal o de quien haga sus veces y de las autoridades que deban acatar las disposiciones de estos organismos se sujetaran al procedimiento especial que legalmente se adopte.

CAPÍTULO II

EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO LABORAL Y CALIFICACIÓN DE SERVICIOS

ARTÍCULO 26: EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO
La evaluación del desempeño laboral es una herramienta de gestión que con base en juicios objetivos sobre la conducta, las competencias laborales y los aportes al cumplimiento de las metas institucionales de los empleados de carrera y en período de prueba en el desempeño de sus respectivos cargos, buscan valorar el mérito como principio sobre el cual se fundamenta su permanencia y desarrollo en el servicio.

Las evaluaciones del desempeño laboral deben ser:

1) Objetivas, imparciales y fundadas en principios de equidad, para lo cual deben tenerse en cuenta tanto las actuaciones positivas como las negativas y
2) Referidas a hechos concretos y a comportamientos demostrados por el empleado durante el lapso evaluado y apreciados dentro de las circunstancias en que el empleado desempeña sus funciones.

ARTÍCULO 27: DESEMPEÑO LABORAL

El desempeño laboral de los empleados de  carrera administrativa deberá ser evaluado y calificado con base en parámetros previamente establecidos a partir de los planes anuales de gestión del área respectiva, de las metas institucionales y de la evaluación que sobre el área realicen las oficinas de control interno o quienes hagan sus veces, de los comportamientos y competencias laborales, habilidades y actitudes del empleado, enmarcadas dentro de la cultura y los valores institucionales. Para el efecto, los instrumentos de evaluación deberán permitir, evidenciar  la correspondencia entre el desempeño individual y el desarrollo institucional.
ARTÍCULO 28: LOS EMPLEADOS DE CARRERA DEBERÁN SER EVALUADOS Y CALIFICADOS EN LOS SIGUIENTES CASOS.
1) Por el periodo anual comprendido entre el 1 de febrero y el 31 de enero del año siguiente, calificación que deberá producirse dentro de los quince (15) días siguientes al vencimiento de dicho periodo y que será la sumatoria de dos evaluaciones semestrales, realizadas una por el periodo comprendido entre el 1 de febrero y el 31 de julio  y otra por el periodo comprendido entre el 1 de agosto al 31 de enero del siguiente año.

Cuando el empleado no haya servido la totalidad del año se calificaran los servicios  correspondientes al periodo laboral cuando éste sea superior a treinta (30) días. Los periodos inferiores a éste lapso serán calificados conjuntamente con el periodo siguiente.

2) Cuando así lo ordene,  por escrito, el jefe del organismo, en caso de recibir la información debidamente soportada de que el desempeño laboral de un empleado es deficiente. Esta calificación no podrá  ordenarse antes de transcurridos tres (3) meses de efectuada la última calificación y deberá comprender todo el periodo no calificado hasta el momento de la orden, teniendo en cuenta las evaluaciones parciales que hayan podido producirse.

Sí esta calificación   resultare satisfactoria, a partir de la fecha en que se produjo y el 31 de enero del siguiente año, se considerará un nuevo periodo de evaluación, para lo cual es necesario diligenciar nuevamente los instrumentos que estén siendo utilizados en la alcaldía municipal.

ARTÍCULO 29: CALIFICACIÓN DEFINITIVA
La calificación definitiva del desempeño de  los empleados de carrera será el resultado de ponderar las evaluaciones semestrales previstas en el artículo 38 de la ley 909 de 2004.

En las evaluaciones semestrales se tendrán en cuenta las evaluaciones que por efecto de las siguientes situaciones se hace necesario efectuar: 

1) Por cambio del evaluador, quien deberá evaluar a sus subalternos antes de retirarse del empleo.

2) Por cambio definitivo de empleo como resultado de traslado.

3) Cuando el empleado deba separarse temporalmente del ejercicio de las funciones del cargo por suspensión  o por asumir por encargo las funciones de otro o con ocasión de licencias, comisiones o de vacaciones, en caso de que el término de duración de estas situaciones sea superior a treinta (30) días calendario.

4) La que corresponda al lapso comprendido entre la última evaluación, si la hubiere y el final del periodo semestral a evaluar.

Estas evaluaciones  deberán realizarse dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha en que se produzca la situación que las origine, con excepción de la ocasionada por cambio de jefe que deberá realizarse antes del retiro de éste.
PARAGRAFO 1-El termino de duración de las situaciones administrativas enunciadas no se tendrá en cuenta para la evaluación semestral, excepto la situación de encargo en la cual se evaluará al empleado para acceder a los programas de capacitación y estímulos.
PARAGRAFO 2- Las ponderaciones que sean necesario realizar para obtener la evaluación semestral o la calificación definitiva, serán efectuadas por el empleado que determine el sistema de evaluación que rija para la entidad
ARTÍCULO 30: Cuando la función de evaluar se asigne a más de un empleado deberá determinarse quien tendrá la responsabilidad  de notificar la calificación y resolver los recursos que sobre esta se interpongan.

ARTÍCULO 31: Cuando el empleado responsable de evaluar se retire del servicio sin efectuar las evaluaciones que le correspondían, estas deberán ser realizadas por su superior inmediato o por el empleado que para el efecto sea designado por el señor alcalde municipal. Sí el empleado continua en la entidad mantiene la obligación de realizarla.

ARTÍCULO 32 Las evaluaciones se comunicarán conforme con el procedimiento que debe surtirse ante y por la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Las calificaciones anual y extraordinaria que deberán ser motivadas, se notificaran conforme con el procedimiento ante y por la Comisión Nacional del Servicio Civil y contra ellas proceden  los recursos de reposición y apelación, cuando se considere que se produjeron con violación a las normas a las regulan o por inconformidad con los resultados de las mismas.

ARTÍCULO 33: De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 909 de 2004, en firme  una calificación de servicios no satisfactoria como resultado del desempeño laboral, de carácter anual o extraordinaria el nombramiento del empleado de carrera así calificado, deberá ser declarado insubsistente, mediante resolución motivada emanada por señor alcalde municipal.

CAPÍTULO III

DE LAS SITUACIONES ADMINISTRATIVAS

ARTÍCULO 34: DE LAS SITUACIONES ADMINISTRATIVAS
Los empleados vinculados a la administración municipal, pueden encontrarse en las siguientes situaciones administrativas: 

· En servicio activo

· En licencia

· En permiso

· En comisión

· En encargo

· Vacaciones

· Suspendido en ejercicio de sus funciones, a causa de una sanción disciplinaria

ARTÍCULO 35: EN SERVICIO ACTIVO
El empleado público se encuentra en servicio activo cuando ejerce las funciones del cargo del cual ha tomado posesión.

ARTÍCULO 36: LICENCIA

Existen dos tipos de licencias para los funcionarios  públicos inscritos  en carrera administrativa las cuales se mencionan a continuación:

· LICENCIA ORDINARIA: Está definida como un derecho al que tienen los funcionarios públicos de ausentarse de su  sitio de trabajo hasta sesenta (60) días al año, continuos o divididos. Sí ocurre justa causa, a juicio de la autoridad nominadora, la licencia puede prorrogarse hasta por treinta (30) días  más, esta licencia es no remunerada. Durante este periodo de licencia ordinaria los funcionarios públicos no podrán ocupar otro cargo público.

Cuando la solicitud de licencia ordinaria no obedezca a razones de fuerza mayor o de caso fortuito, la autoridad competente decidirá sobre la oportunidad de concederla, teniendo en cuenta las necesidades del servicio.

La licencia no puede ser revocada por la autoridad que la concede, pero puede en todo caso renunciarse por el beneficiario.

Toda solicitud de licencia ordinaria o de su prórroga, deberá elevarse por escrito, acompañada de los documentos que la justifiquen, cuando se requiera.

Al  concederse licencia ordinaria el empleado podrá separarse inmediatamente del servicio, salvo que en el acto que la conceda se determine fecha distinta.

El tiempo de la licencia ordinaria y de su prórroga no es computable para ningún efecto como tiempo de servicio.

· LICENCIA REMUNERADA: Existen tres tipos: El primero: por Enfermedad, la cual requiere certificación médica, la segunda: Por maternidad, Para la cual se hace necesario que el médico expida la respectiva certificación y es por ochenta y cuatro (84) días y la tercera por eventos deportivos que debe ser tramitada por el Instituto Colombiano de la Juventud y el deporte, cuarta y última, es la aplicación a la Ley 755 de 2002 o “Ley María”  donde refiere que el esposo o compañero permanente tendrá derecho a cuatro (4) días de licencia remunerada de paternidad, en el caso que solo el padre esté cotizando al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

En el evento en que ambos padres estén cotizando al Sistema General de Seguridad Social en Salud, se concederán al padre ocho (8) días  hábiles de licencia remunerada de paternidad.

Esta licencia es incompatible con la licencia de calamidad doméstica y en caso de haberse solicitado esta última por el nacimiento del hijo estos días serán descontados de la licencia remunerada de paternidad. Cabe señalar que el único soporte válido para el otorgamiento de licencia remunerada de paternidad es el Registro Civil de Nacimiento, el cual deberá presentarse a la EPS a más tardar dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha del nacimiento del menor.

La licencia remunerada de paternidad de que trata la Ley 755 de 2002, será a cargo de la EPS, para lo cual se requerirá que el padre haya estado cotizando efectivamente durante las cien (100) semanas previas al reconocimiento de la licencia remunerada de paternidad.

Para autorizar licencia por enfermedad se procederá de oficio o a solicitud de parte, pero se requerirá siempre la certificación de incapacidad, expedida por la autoridad competente.

Al vencerse cualquiera de las licencias o sus prórrogas el empleado deberá reincorporarse al ejercicio de sus funciones. Si no las reasume incurrirá en abandono el cargo, conforme al decreto 1950 de septiembre 24 de 1973.

ARTÍCULO 37: PERMISOS 
Los empleados públicos pueden solicitar permiso remunerado hasta por tres (3) días, cuando medie justa causa. Corresponde al jefe del organismo respectivo o a quien se haya delegado la facultad el autorizar o negar los permisos.

ARTÍCULO 38: COMISIONES

Los empleados de carrera con evaluación de desempeño sobresaliente, tendrán derecho a que se les otorgue comisión hasta por el término de tres (3) años, en periodos continuos o discontinuos, pudiendo ser prorrogado por un término igual, para desempeñar empleos de libre nombramiento y remoción  o por el término correspondiente cuando se trata de  empleos de periodo, para los cuales hubiere sido nombrados o elegidos en la misma entidad a la cual se encuentran vinculados o en otra. En todo caso, la comisión o la suma de ellas no podrán ser superiores a seis (6) años, so pena de ser desvinculado del cargo de carrera administrativa en forma automática.

Cuando un empleado de carrera con evaluación de desempeño sobresaliente sea nombrado en un cargo de libre nombramiento y remoción o de periodo, tendrá derecho a que el jefe de la entidad o su delegado a la cual está vinculado le otorgue, mediante acto administrativo motivado, la respectiva comisión para el ejercicio del empleo con el fin de preservarle  los derechos inherentes a la carrera.

En todo caso el jefe de la entidad o su delegado podrá  conceder las siguientes comisiones: 

· Comisión de servicio

· Comisión de estudio

· Comisión para desempeñar empleos de libre nombramiento y remoción 

· Comisión para desempeñar empleos de período

· Comisión para atender invitaciones

· Comisión al exterior

· Comisiones especiales de estudio en el exterior de investigadores nacionales

· Comisión para participar en eventos deportivos.

Solamente podrá conferirse comisión para fines que directamente interesen a la Administración Pública.

ARTÍCULO 39: ENCARGO
Los empleados de carrera podrán ser encargado mientras se surte el proceso de selección para proveer empleos de carrera administrativa y una vez convocado el respectivo concurso, los empleados de carrera  tendrán derechos a ser encargados de tales empleos si acreditan los requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su desempeño, no han sido sancionados disciplinariamente  en el último año y su última evaluación de desempeño sea sobresaliente. El término de esta situación no podrá ser superior a seis (6) meses.

El encargo deberá recaer en un empleado que se encuentre desempeñando el empleo inmediatamente inferior que exista en la planta de personal de la alcaldía, siempre y cuando reúna las condiciones y requisitos provistos en la norma. De no acreditarlos, se deberá encargar al empleado que acreditándolos desempeñe el cargo inmediatamente inferior  y así sucesivamente.

Los empleos de libre nombramiento y remoción en caso  de vacancia temporal o definitiva podrán ser provistos a través del encargo de empleados de carrera o de libre nombramiento y remoción, que cumplan los requisitos y el perfil para su desempeño. En caso de vacancia definitiva el encargo será hasta por el término de tres (3) meses, vencidos los cuales el empleo deberá ser provisto en forma definitiva.

ARTÍCULO 40: VACACIONES
Los empleados  públicos de la administración municipal de Bucaramanga, tienen derecho a quince (15) días hábiles de vacaciones por cada año de servicio prestado a la entidad o proporcionalmente al tiempo laborado y máximo podrán acumularse hasta por dos (2)  periodos consecutivos.

La reglamentación de las vacaciones se rige por las normas legales vigentes sobre esta materia.

ARTÍCULO 41: DE LA AUTORIZACIÓN PARA DISFRUTAR LAS VACACIONES
Corresponde a la Secretaría Administrativa o quien haga sus veces emitir el acto administrativo de disfrute de vacaciones  de los empleados que cumplen el periodo respectivo, igualmente debe remitir copia de éste a  los Secretarios de Despacho y copia a la hoja de vida de cada uno de los funcionarios.
En caso de aplazamiento de las vacaciones se deberá hacer por acto administrativo motivado, señalando allí la fecha de disfrute de las mismas.

ARTÍCULO 42: DE LA COMPENSACIÓN DE VACACIONES EN DINERO

Las vacaciones solo podrán ser compensadas en dinero en los siguientes casos:

a.- Cuando el Alcalde Municipal o su delegado así lo estimen necesario, para evitar perjuicios en la prestación del servicio público, evento en el cual solo puede autorizar por acto administrativo la compensación en dinero de las vacaciones correspondientes a un año.

b.- Cuando el empleado público se retira de la entidad en forma definitiva  y haya cumplido con el tiempo estipulado para tal fin.

ARTÍCULO 43 DE LA SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES

El funcionario que incumpla la Ley 734 de 2002, la que la modifique o complemente o que medie decisión judicial, podrá ser sancionado del cargo sin derecho a remuneración, de conformidad con lo estipulado en esta misma ley. 

LIBRO II

REGIMEN DISCIPLINARIO

TÍTULO I

DE LOS DERECHOS, DEBERES, PROHIBICIONES INCOMPATIBILIDADES, IMPEDIMENTOS, INHABILIDADES Y CONFLICTO DE INTERESES

CAPÍTULO I

DEBERES

ARTÍCULO 44: DE LOS DEBERES
Además de los contemplados en la constitución, la Ley, son deberes de los servidores públicos en la administración municipal de Bucaramanga:

1) Respetar, cumplir y hacer cumplir la Constitución Política de Colombia, los tratados de Derecho Internacional Humanitario, las Leyes, los Decretos, las Ordenanzas, los Acuerdos municipales, los manuales de funciones,  los reglamentos, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y las ordenes superiores emitidas por funcionario competente.

2) Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación injustificada de un servicio esencial o que implique abuso indebido del cargo o función.

3) Formular, decidir oportunamente o ejecutar los planes de desarrollo y los presupuestos, cumplir las leyes y normas que regulen el manejo de los recursos económicos públicos o afectos al servicio público.

4) Utilizar los bienes y recursos asignados para el desempeño de su empleo, cargo o función, las facultades que le sean atribuidas o la información reservada a que tenga acceso por razón de su función, en forma exclusiva para los fines a que están afectados.

5) Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso e impedir o evitar  la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos.

6) Tratar con respeto,  imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación por razón del servicio.

7) Cumplir las disposiciones que sus superiores jerárquicos adopten en ejercicio de sus atribuciones, siempre que no sean contrarias a la Constitución Nacional y a las leyes vigentes, y atender los requerimientos y citaciones a las autoridades competentes.

8) Desempeñar el empleo, cargo o función sin obtener o pretender beneficios adicionales a las contraprestaciones legales y convencionales, cuando a ellas tenga derecho.

9) Acreditar los requisitos exigidos por la ley para la posesión y el desempeño del cargo.

10) Realizar personalmente las tareas que le sean confiadas, responder por el ejercicio de la autoridad que se le delegue, así como la ejecución de las órdenes que imparta, sin que en las situaciones anteriores quede exento de la responsabilidad que le incumbe por la correspondiente a sus subordinados.

11) Dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones  encomendadas, salvo las excepciones legales.

12) Resolver los asuntos en el orden  en que hayan ingresado al despacho, salvo prelación legal o urgencia manifiesta.

13) Motivar las decisiones que lo requieran, de conformidad con la ley.

14) Registrar en la oficina de recursos humanos, o en la que haga sus veces, su domicilio o dirección de residencia y teléfono, y dar aviso oportuno a cualquier cambio.

15) Ejercer sus funciones consultando permanentemente los intereses del bien común y teniendo siempre presente que los servicios que presta constituyen el reconocimiento y efectividad de un derecho y buscan la satisfacción de las necesidades generales  todos los ciudadanos.

16) Permitir a los representantes del Ministerio Público, Fiscales, Jueces y demás autoridades competentes, el acceso inmediato a los lugares donde deban adelantar sus actuaciones e investigaciones y el examen de los libros de registro, documentos y diligencias correspondientes.  Así mismo, prestarles la colaboración necesaria para el desempeño de sus funciones.

17) Permanecer en el desempeño de sus labores mientras no se hayan hecho cargo de ellas quien deba remplazarlo, salvo autorización legal, reglamentaria o de quien deba proveer el cargo.

18) Hacer los descuentos conforme a la ley o a las órdenes de autoridad judicial y girar en el término que señale la ley o la autoridad judicial los dineros correspondientes.

19) Dictar los reglamentos o manuales de funciones de la entidad, así como los internos sobre el trámite del derecho de petición.

20) Calificar a los funcionarios o empleados en la oportunidad y condiciones previstas por la ley o el reglamento.

21) Vigilar y salvaguardar los bienes y valores que le han sido encomendados y cuidar que sean utilizados debida y racionalmente, de conformidad con los fines a que han sido destinados.

22) Responder por la conservación de los útiles, equipos, muebles y bienes confiados a su guarda o administración y rendir cuenta oportuna de su utilización.

23) Explicar inmediata y satisfactoriamente al nominador, a la Procuraduría General de la Nación o a la Personería, cuando estos lo requieran, la procedencia del incremento patrimonial obtenido durante el ejercicio del cargo, función o servicio.

24) Denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de los cuales tuviere conocimiento, salvo las excepciones de ley.

25) Poner en conocimiento del superior los hechos que puedan perjudicar el funcionamiento de la administración y proponer las iniciativas que estime útiles para el mejoramiento del servicio.

26) Publicar en las dependencias de la respectiva entidad, en sitio visible, una vez por mes, en lenguaje sencillo y accesible al ciudadano común, una lista de las licitaciones declaradas desiertas y de los contratos adjudicados, que incluirá el objeto y valor de los mismos y el nombre del adjudicatario.

27) Hacer las apropiaciones en los presupuestos y girar directamente a la Contraloría  Municipal, como a la Contraloría General de la República y a la Personería  Municipal  dentro de un término legal, las partidas por concepto de  la cuota de vigilancia fiscal, siempre y cuando lo permita el flujo de caja.

28) Controlar el cumplimiento de las finalidades, objetivos, políticas y programas que deban ser observados por los particulares cuando se les atribuyan funciones públicas.

29) Ordenar, en su condición de jefe inmediato, adelantar el trámite de jurisdicción  coactiva en la respectiva entidad, para el cobro de la sanción de multa, cuando el pago no se hubiere efectuado oportunamente.

30) Ejercer, dentro de los términos legales, la jurisdicción coactiva para el cobro de las sanciones de multa.

31) Adoptar el Sistema de Control Interno y la función independiente de auditoria interna que trata la Ley 87 de 1993 y demás normas que la modifiquen o complementen.

32) Implementar el Control Interno Disciplinario al más alto nivel jerárquico del organismo o entidad pública, asegurando su autonomía e independencia y el principio de segunda instancia, de acuerdo con las recomendaciones que para el efecto señale el Departamento Administrativo de la Función Pública, a más tardar para la fecha que entró en vigencia  el Código Disciplinario Único.

33) Adoptar el Sistema de Contabilidad Pública y el Sistema Integrado de Información Financiera, SIIF, así como los demás  sistemas de información  a que se encuentre obligada la administración pública, siempre y cuando existan los recursos presupuestales para el efecto.

34) Recibir, tramitar y resolver las quejas y denuncias que presenten los ciudadanos en ejercicio de la vigilancia de la función administrativa del Estado.

35) Ofrecer garantías a los servidores públicos o a los particulares que denuncien acciones u omisiones antijurídicas de los superiores, subalternos o particulares que administren recursos públicos o ejerzan funciones públicas.

36) Publicar mensualmente en las dependencias de la respectiva entidad, en lugar visible y público, los informes de gestión, resultados financieros y contables que se determinen por autoridad competente, para efectos  de control social de que trata la Ley 489 de 1998 y demás normas vigentes.

37) Crear y facilitar la operación de mecanismos de recepción y emisión permanente de información a la ciudadanía, que faciliten a esta el conocimiento periódico de la actuación administrativa, los informes de gestión y los más importantes proyectos a desarrollar.

38) Actuar con imparcialidad asegurando y garantizando los derechos de todas las personas, sin ningún género de discriminación, respetando el orden de inscripción, ingreso de solicitudes y peticiones ciudadanas, acatando los términos de ley.

39) Acatar y poner en práctica los mecanismos que se diseñen para facilitar la participación de la comunidad en la Planeación del desarrollo, la concertación y la toma de decisiones en la gestión administrativa de acuerdo a lo preceptuado en la ley.

40) Capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función.

CAPÍTULO II

DERECHOS

ARTÍCULO 45: DE LOS DERECHOS
Los servidores públicos que laboran en la administración municipal de Bucaramanga, de acuerdo con las disposiciones legales tienen derecho a:

1) Percibir puntualmente la remuneración fijada o convenida para el respectivo cargo o empleo.

2) A recibir capacitación  y actualizar sus conocimientos, relacionado con las funciones del cargo, para un mejor desempeño.

3) A participar  de los programas de Bienestar Social y del  Sistema de Estímulos, implementado por la administración municipal.

4) Disfrutar de vacaciones anuales remuneradas, así como el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, establecidas por la autoridad competente.

5) A ser evaluado de conformidad con la normatividad vigente (carrera administrativa)

6) A obtener los permisos, licencias, comisiones en los casos previstos por la ley.

7) A recibir tratamiento cortés con arreglo a los principios básicos de las relaciones humanas.

8) A obtener el reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones sociales consagradas en los regímenes generales.

9) Los que tengan derecho a recibir la respectiva dotación, de conformidad con la reglamentación vigente.

10) A disfrutar de la  seguridad social en la forma y condiciones previstas en la ley.

11) A los derechos consagrados en la Constitución Política de Colombia, los Tratados Internacionales ratificados por el congreso, las Leyes, los Decretos, las ordenanzas, los acuerdos municipales, los manuales de funciones,  los reglamentos,  las convenciones colectivas y Contratos de Trabajo. 
CAPITULO III

PROHIBICIONES

ARTÍCULO 46: DE LAS PROHIBICIONES
A los servidores públicos al servicio del municipio de Bucaramanga, les está prohibido:

1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos  o extralimitar  las funciones contenidas en la Constitución, los tratados Internacionales ratificados por el congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos municipales, el manual de funciones, el reglamento interno, las decisiones judiciales, disciplinarias, las convenciones colectivas y los contratos de Trabajo. .

2. Imponer a otro servidor público trabajos ajenos a sus funciones o impedirle el cumplimiento de sus deberes.

3. Solicitar, directa o indirectamente,  dádivas, agasajos, regalos, favores o cualquier otra clase de beneficios.

4. Aceptar, sin permiso de la autoridad correspondiente, cargos, honores, o recompensas provenientes de organismos internacionales o gobiernos extranjeros, o celebrar contratos con éstos sin previa autorización del gobierno.

5. ocupar o tomar indebidamente oficinas o edificios públicos.

6. Ejecutar actos de violencia contra superior, subalterno o compañeros de trabajo, demás servidores públicos o injuriarlos o calumniarlos.

7. Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos a su cargo o la prestación del servicio a que está obligado.

8. Omitir, retardar o no suministrar la debida y oportuna respuesta a las peticiones respetuosas de los particulares o a solicitudes de las autoridades, así como retenerlas o enviarlas a destinatario diferente de  aquel a quien le corresponda su conocimiento.

9. Ejecutar en el lugar de trabajo actos que atenten contra la moral o las buenas costumbres.

10. Constituirse en acreedor o deudor de alguna persona interesada directa o indirectamente en los asuntos a su cargo, de sus representantes o apoderados, de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o de su cónyuge o compañero o compañera permanente.

11. Incumplir de manera reiterada e injustificada obligaciones civiles, laborales, comerciales o de familia impuesta en decisiones judiciales o admitidas en diligencia de conciliación.

12. Proporcionar dato inexacto o presentar documentos ideológicamente falsos u omitir información que tenga incidencia en su vinculación o permanencia en el cargo o en la carrera o en las promociones o ascensos o para justificar una situación administrativa.

13. Ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes, elementos, expedientes o documentos que hayan llegado a su poder  por razón de sus funciones.

14. Desempeñar simultáneamente más de un empleo público, o recibir más de una asignación que provenga del tesoro público o de empresas o de instituciones en las que el tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la ley. Entiéndase por tesoro público el de la Nación, las entidades territoriales y las descentralizadas.

15.  Ordenar el pago o percibir remuneración oficial por servicios no prestados o´, por cuantía superior a la legal y reconocer y cancelar pensiones irregularmente reconocidas, o efectuar avances prohibidos por la ley o por los reglamentos.

16. Asumir obligaciones  o compromisos de pago que superen la cuantía de los montos aprobados en el Programa  Anual Mensualizado de Caja (PAC).

17. Ejercer cualquier clase de coacción sobre servidores públicos o sobre particulares que ejerzan funciones públicas, a fin de conseguir provecho personal o para terceros, o para que proceda en determinado sentido.

18. Nombrar o elegir para el desempeño de cargos públicos,  personas que no reúnan los requisitos constitucionales, legales o reglamentarios, o darles posesión a sabiendas de tal situación.

19. Reproducir actos administrativos suspendidos o anulados por la jurisdicción contenciosa administrativa, o proceder contra resolución o providencia ejecutoriadas del superior.

20. Permitir, tolerar o facilitar el ejercicio ilegal de  profesiones reguladas por la ley.

21. Dar lugar al acceso o exhibir expedientes, documentos o archivos a personas no autorizadas.

22. prestar, a título particular, servicios de asistencia, representación o asesoría en asuntos relacionados con las funciones propias del cargo, hasta por un término de un año después  de la dejación del cargo o permitir que ello ocurra.

23. Proferir en acto oficial o en público expresiones injuriosas o calumniosas contra cualquier servidor público o las personas que intervienen en los mismos.

24.  Incumplir cualquier decisión judicial, fiscal, administrativa,o disciplinaria en razón o con ocasión del cargo o funciones, u obstaculizar su ejecución.

25. Gestionar directa o indirectamente, a título personal, o en representación de terceros, en asuntos que estuvieron a su cargo.
26. Distinguir, excluir, restringir o preferir, con base en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra de la vida pública (artículo 1, Convención Internacional sobre eliminación de todas formas de discriminación racial, aprobada en Colombia mediante Ley 22 de 1981)

27. Ejercer la docencia, dentro de la jornada laboral, por un número de horas superior al igualmente permitido.

28. Manifestar indebidamente en acto público o por los medios de comunicación, opiniones o criterios dirigidos a influir para que la decisión contenida en sentencias judiciales, fallos disciplinarios, administrativos o fiscales sean favorables a los intereses de la entidad a la cual se encuentra vinculado, en su propio beneficio o de un tercero.

29. Prescindir del reparto cuando sea obligatorio hacerlo, o efectuar en forma irregular.

30. infringir las disposiciones sobre honorarios o tarifas  de los profesionales liberales o auxiliares de la justicia y/o el arancel judicial, en cuantía injusta y excesiva.

31.   Tener a su servicio, en forma estable para las labores propias de su despacho, personas ajenas a la entidad.

32. propiciar, organizar o participar en huelgas, paros o suspensión de actividades o disminución del ritmo de trabajo, cuando se trate de servicios públicos esenciales definidos por el legislador.

33. Adquirir, por sí o por interpuesta persona, bienes que se vendan por su gestión o influir para que otros los adquieran, salvo las excepciones legales.

34. Proporcionar noticias o informes sobre asuntos  de la administración, cuando no esté facultado para hacerlo.

35. Las demás prohibiciones legales.

CAPÍTULO IV

INHABILIDADES, IMPEDIMENTOS, INCOMPATIBILIDADES Y CONFLICTO DE INTERESES

ARTÍCULO 47: INCORPORACIÓN DE INHABILIDADES, IMPEDIMENTOS, INCOMPATIBILIDADES Y CONFLICTO DE INTERESES. Se entienden incorporadas a este reglamento las inhabilidades,  impedimentos, incompatibilidades y conflicto de intereses señalados en la Constitución y en la Ley.

ARTÍCULO 48: INHABILIDADES SOBREVINIENTES: Las inhabilidades sobrevivientes se presentan cuando al quedar en firme la sanción de destitución e inhabilidad general o la de suspensión e inhabilidad especial o cuando se presente el hecho que las generan el sujeto disciplinable sancionado se encuentre ejerciendo cargo o función pública diferente de aquel o aquella en cuyo ejercicio cometió la falta objeto de la sanción. En tal caso, se le comunicará al actual nominador para que proceda en forma inmediata a hacer efectivas sus consecuencias.

ARTÍCULO 49: OTRAS INHABILIDADES
También constituyen inhabilidades para desempeñar cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes:

1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado  a pena privativa de la libertad mayor de cuatro (4) años por delito doloso dentro de los diez (10) años anteriores, salvo que se trate de delito político.

2. Haber sido sancionado disciplinariamente tres o mas veces en los últimos cinco (5) años por faltas graves o leves dolosas o por ambas. Esta inhabilidad tendrá una duración de  tres (3) años contados a partir de la ejecutoria de la última sanción.

3. Hallarse en estado de interdicción judicial o inhabilitado por una sanción disciplinaria o penal o suspendido en el ejercicio de su profesión o excluido de esta, cuando el cargo a desempeñar se relacione con la misma.

4. Haber sido declarado responsable fiscalmente.

PARÁGRAFO 1°.: Quien  haya sido declarado responsable fiscalmente será inhábil para el ejercicio de cargos públicos y para contratar con el Estado durante los cinco (5) años siguientes a la ejecutoria del fallo correspondiente. Está inhabilidad cesará cuando la Contraloría competente declare haber recibido el pago o, si este no fuere procedente, cuando la Contraloría General de la República excluya al responsable del boletín de responsables fiscales.

Sí pasados cinco (5) años  desde la ejecutoria de la providencia, quien haya sido declarado responsable fiscalmente no hubiere pagado la suma establecida en el fallo ni hubiere sido excluido del boletín de responsables fiscales, continuará siendo inhábil por cinco (5) años si la cuantía, al momento de la declaración de responsabilidad fiscal, fuere superior a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes;  por dos (2) años si la cuantía fuere superior a 50 sin exceder de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes; por un año si la cuantía fuere superior a 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin exceder de 50 y por tres (3) meses si la cuantía fuere igual o inferior a 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PARÁGRAFO 2°: Para los fines previstos en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política a que se refiere el numeral 1 de este artículo, se entenderá por delitos que afecten el patrimonio del Estado aquellos que produzcan de manera directa lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, producidos por una conducta dolosa, cometida por un servidor público.

Para estos efectos la sentencia condenatoria deberá especificar si la conducta objeto de la misma constituye un delito que afecte el patrimonio del Estado.

ARTÍCULO 50: OTRAS INCOMPATIBILIDADES: Además, constituye incompatibilidades para desempeñar cargos públicos, las siguientes:

1. Para el alcalde municipal, concejales y miembros de las juntas administradoras locales, en el nivel territorial donde hayan ejercido jurisdicción, desde el momento de su elección y hasta cuando esté legalmente terminado el periodo:

a) Intervenir en nombre propio o ajeno en asuntos, actuaciones administrativas o actuación contractual en los cuales tenga interés el municipio,  o uno de sus organismos.

b) Actuar como apoderados o gestores ante entidades o autoridades disciplinarias, fiscales, administrativas o jurisdiccionales.

2. Para todo servidor público, adquirir o intervenir directa o indirectamente, en remate o  venta de bienes que se efectúen en la entidad donde labore o en cualquier otra sobre la cual se ejerza control jerárquico o de tutela o funciones de inspección, control y vigilancia, Esta prohibición se extiende aún encontrándose en uso de licencia.

ARTÍCULO 51: CONFLICTO DE INTERESES. 

Todo Servidor público deberá declararse impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo en su regulación, gestión, control o decisión, o lo tuviere su conyugue, compañero o compañera permanente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o su socio o socios de hecho o de derecho.

Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con un interés particular y directo del servidor público deberá declararse impedido. 

ARTÍCULO 52: EXTENSIÓN DE LAS INHABILIDADES, INCOMPATIBILIDADES E IMPEDIMENTOS:
Las inhabilidades, incompatibilidades e impedimentos señalados en la ley para los gerentes, directores, rectores, miembros de las juntas directivas y funcionarios o servidores públicos de las empresas industriales y comerciales del Estado y sociedades de economía mixta, se hacen extensivos a las mismas autoridades de los niveles departamental, distrital y municipal.

TÍTULO II

FALTAS Y SANCIONES

CAPÍTULO I

CLASIFICACIÓN Y CONNOTACIÓN DE LAS FALTAS

ARTÍCULO 53: CLASIFICACIÓN DE LAS FALTAS: Las faltas disciplinarias son:

1. Gravísimas

2. Graves

3. leves

ARTÍCULO 54: CRITERIOS PARA DETERMINAR  LA GRAVEDAD O LEVEDAD DE LA FALTA.

Las faltas gravísimas están taxativamente señaladas en la Ley 734 de 2002 o Código Disciplinario Único. Se determinará si la falta es grave o leve de conformidad con los siguientes criterios.

1. El grado de culpabilidad

2. La naturaleza esencial del servicio

3. El grado de perturbación del servicio

4. La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución

5. la trascendencia social de la falta o el perjuicio causado

6. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciaran teniendo en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas.

7. Los motivos determinantes del comportamiento

8. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o servidores públicos

9. La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave.

CAPÍTULO II

CLASIFICACIÓN Y LÍMITE DE LAS SANCIONES

ARTÍCULO 55: CLASES DE SANCIONES
El servidor público está sometido a las siguientes sanciones:

1. destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima.

2. suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las faltas graves dolosas o gravísimas culposas.

3. Suspensión, para las faltas graves culposas
4. Multa, para las faltas leves dolosas
5. Amonestación escrita, para las faltas leves culposas

PARÁGRAFO: Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones.

ARTÍCULO 56: DEFINICIÓN DE LAS SANCIONES:

1. La destitución e inhabilidad general implica:

· La terminación de la relación del servidor público con la administración, sin que importe que sea de libre nombramiento y remoción, o carrera o elección popular o

· La desviación del cargo, en los casos previstos en los artículos 110 y 278, numeral 1 de la Constitución Política, o

· La terminación del contrato de trabajo, y

· En todos los casos anteriores, la imposibilidad de ejercer la función pública en cualquier cargo o función, o por el término señalado en el fallo y la exclusión del escalafón o carrera.

2. La suspensión implica la separación del ejercicio del cargo en cuyo desempeño se originó la falta disciplinaria y la inhabilidad especial, la imposibilidad de ejercer la función pública, en cualquier cargo distinto de aquel, por el término señalado en el fallo.

3. La multa de una sanción de carácter pecuniario

4. La amonestación escrita implica un llamado de atención formal, por escrito, que debe registrarse en la hoja de vida.

Sí al momento del fallo el servidor público o el particular sancionado presta servicios en el mismo o en otro cargo similar en la misma entidad o en otra entidad oficial, incluso en  periodo diferente, deberá comunicarse la sanción al representante legal o a quien corresponda, para que proceda a hacerla efectiva.

ARTÍCULO 57: LÍMITE DE LA SANCIÓN
La inhabilidad general será de diez (10) a veinte (20) años; la inhabilidad especial no será inferior a treinta (30) días; ni superior a doce (12) meses; pero cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado la inhabilidad será permanente.

La suspensión no será inferior a un mes ni superior a doce (12) meses. Cuando el disciplinado haya cesado en sus funciones para el momento de la ejecutoria del fallo o durante la ejecución  del mismo, cuando no fuere posible ejecutar la sanción se convertirá el término de suspensión o el que faltare, según el caso, en salarios de acuerdo al monto de lo devengado para el momento de la comisión de la falta, sin perjuicio de la inhabilidad especial.

La multa no podrá ser inferior al valor de diez (10), ni superior al de ciento ochenta  (180) días  del salario básico mensual devengado al momento de la comisión de la falta.

La amonestación escrita se anotará en la correspondiente hoja de vida.

ARTÍCULO 58: CRITERIOS PARA LA GRADUACIÓN DE LA SANCIÓN

1. La cuantía de la multa y el término de duración de la suspensión e inhabilidad se fijará de acuerdo con los siguientes criterios:

a.) Haber sido sancionado fiscal o disciplinariamente dentro de los cinco (5) años      anteriores  a la comisión de la conducta que se investiga.

b.) La diligencia y eficiencia demostrada en el desempeño del cargo o de la función;

c.) Atribuir la responsabilidad infundadamente a un tercero;

d.) La confesión de la falta antes de la formulación de cargos;

e.) Haber procurado, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar el perjuicio causado;

f.) Haber devuelto, restituido o reparado, según el caso, el bien afectado con la conducta constitutiva de la falta, siempre que la devolución, restitución o reparación no se hubiere decretado en otro proceso;

g.) El grave daño social de la conducta;

h.) La afectación a derechos fundamentales;

i.) El conocimiento de la ilicitud;

j.) Pertenecer el servidor público al nivel directivo o asesor o profesional

2. A quien, con una o varias acciones u omisiones, infrinja varias disposiciones de la ley disciplinaria o varias veces la misma disposición, se le graduará la sanción de acuerdo con los siguientes criterios.

a) Sí la sanción más grave es la destitución e inhabilidad en general, esta última se incrementará hasta en otro tanto, sin exceder el máximo legal.

b) Sí la sanción más grave es la suspensión e inhabilidad especial, se incrementará hasta en otro tanto, sin exceder el máximo legal.

c) Si la sanción más grave es la suspensión, este se incrementará hasta en otro tanto, sin exceder el máximo legal.

d) Si las sanciones son de multa se impondrá la más grave aumentada en otro tanto, sin exceder el máximo legal.

TÍTULO III

LA DESCRIPCIÓN DE LAS FALTAS DISCIPLINARIAS EN PARTICULAR

CAPÍTULO I

FALTAS GRAVÍSIMAS

ARTÍCULO 59: FALTAS GRAVÍSIMAS
Son faltas gravísimas las siguientes:

1) Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo.
2) Obstaculizar en forma grave la o las investigaciones que realicen las  autoridades administrativas, jurisdiccionales o de control o no suministrar oportunamente a los miembros del Consejo de la República las informaciones y documentos necesarios para el ejercicio del control político.

3) Dar lugar a que por culpa gravísima se extravíen, pierdan o dañen bienes del Estado o a cargo del mismo, o de empresas o instituciones en que este tenga parte o bienes de particulares cuya administración o custodia se le haya confiado por razón  de sus funciones,  en cuantía igual o superior a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales. Incrementar injustificadamente el patrimonio, directa o indirectamente, en  favor propio o de un tercero, permitir, o tolerar que otro lo haga.
4) Omitir, retardar y obstaculizar la tramitación de la actuación disciplinaria originada en faltas gravísimas cometidas por los servidores públicos u omitir o retardar la denuncia de faltas gravísimas o delitos dolosos, preterintencionales o culposos investigables de oficio de que tenga conocimiento en razón del cargo o función.

5) Realizar cualquiera de los actos mencionados a continuación con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional étnico, racial, religioso, político o social:

a) Lesión a la integridad física o mental de los miembros del grupo;

b) Sometimiento intencional  del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

c) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo; 
d) Traslado por la fuerza de miembros del grupo a otro.
6) Ocasionar, con el propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso, político; colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos por razón a su pertenencia al mismo, la muerte de uno o varios de sus miembros.

7) Incurrir en graves violaciones al Derecho Internacional Humanitario

8)Someter a una o varias personas a privación de la libertad, cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información de su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley.

9) Infligir a una persona dolores o sufrimientos físicos o psíquicos con el fin de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de castigarla  por acto por ella cometido o que sospeche que ha cometido o de intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación.

10) Ocasionar mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra un sector de la población que uno o varios de sus miembros cambien el lugar de su residencia.

11) Ocasionar la muerte en forma deliberada, por causa de sus opiniones o actividades políticas, creencias religiosas, raza, sexo, color o idioma.

12)Fomentar o ejecutar actos tendientes a la formación o subsistencia de grupos armados al margen de la ley; o promoverlos, auspiciarlos, financiarlos, organizarlos, instruirlos, dirigirlos o colaborar con ellos.

13) Privar de la libertad a una o varias personas y condicionar la vida, la seguridad y la libertad de estas o estas a la satisfacción de cualquier tipo de exigencias.

14) Privar ilegalmente de la libertad a una persona.

15) Retardar injustificadamente la conducción de persona capturada, detenida o condenada, al lugar de destino, o de no ponerla a órdenes de la autoridad competente dentro del término legal.

16) Atentar, con cualquier propósito, contra lo inviolabilidad de la correspondencia y demás formas de comunicación, u obtener información o recaudar prueba con desconocimiento de los derechos y garantías constitucionales y legales.

17) Actuar u omitir, a pesar de la existencia de causales de incompatibilidad, inhabilidad y conflicto de intereses, de acuerdo con las previsiones constitucionales y legales. Nombrar, designar, elegir, postular o intervenir en la postulación de una persona en quien concurra causal de inhabilidad, incompatibilidad, o conflicto de intereses.

18) Contraer obligaciones con personas naturales o jurídicas con las cuales se tengan relaciones oficiales en razón del cargo que desempeña violando el régimen de inhabilidades e incompatibilidades señaladas en las normas vigentes.

19) Amenazar, o agredir gravemente a las autoridades legítimamente constituidas en ejercicio o con relación a las funciones.

20) Autorizar u ordenar la utilización indebida o utilizar indebidamente rentas que tienen destinación específica en la Constitución o en la Ley.

21) Autorizar o pagar gastos por fuera de los establecidos en el artículo 346 de la Constitución Política.

22) Asumir compromisos sobre apropiaciones presupuestales inexistentes o en exceso del saldo disponible de apropiación o que afecten vigencias futuras, sin contar con las autorizaciones pertinentes.

23) Ordenar o efectuar el pago de obligaciones en exceso del saldo disponible en el programa Anual Mensualizado de Caja (PAC).

24) No incluir en el presupuesto las apropiaciones necesarias y suficientes, cuando exista la posibilidad, para cubrir el déficit fiscal, servir la deuda pública y atender debidamente el pago de sentencias, créditos judicialmente reconocidos, laudos arbítrales, conciliaciones y servicios públicos domiciliarios.

25) No adoptar las acciones establecidas en el estatuto orgánico de presupuesto, cuando las apropiaciones de gasto sean superiores al recaudo efectivo de los ingresos.

26) No llevar en debida forma los libros de registro de la ejecución presupuestal de ingresos y de gastos, ni los de contabilidad financiera.

27) Efectuar inversión de recursos públicos en condiciones que no garanticen, necesariamente y en orden de procedencia, liquidez, seguridad y rentabilidad del mercado.

28) No efectuar oportunamente e injustificadamente, salvo la existencia de acuerdos especiales de pago, los descuentos o no realizar puntualmente los pagos por concepto de aportes patronales o del servidor público para los sistemas de pensiones, salud y riesgos profesionales del sistema integrado de seguridad social, o respecto de las cesantías, no hacerlo en el plazo legal  señalado y en el orden estricto en que se hubieren radicado las solicitudes. De igual forma, no presupuestar ni efectuar oportunamente el pago por concepto de aportes patronales correspondientes al 3% de las nóminas de los servidores públicos al ICBF.

29) Celebrar contratos de prestación de servicios cuyo objeto sea el cumplimiento de funciones públicas administrativas que requieran dedicación de tiempo completo o impliquen subordinación y ausencia de autonomía respecto al contratista, salvo las excepciones legales.

30)Intervenir en la tramitación, aprobación, celebración o ejecución de contrato estatal con persona que esté incursa en causal de incompatibilidad o inhabilidad prevista en la Constitución o en la ley, o con omisión de los estudios técnicos financieros y jurídicos previos requeridos para su ejecución o sin la previa obtención de la correspondiente licencia ambiental.

31) Participar en la etapa precontractual o en la actividad contractual, en detrimento del patrimonio público, o con desconocimiento de los principios que regulan la contratación estatal y la función administrativa contemplados en la Constitución y en la Ley.

32) Declarar la caducidad de un contrato estatal o darlo por terminado sin que se presenten las causales previstas en la ley para ello.

33) Aplicar la urgencia manifiesta para la celebración de los contratos sin existir las causales previstas en la ley.

34) No exigir, el interventor, la calidad de los bienes y servicios adquiridos por la entidad estatal, o en su defecto, los exigidos por las normas técnicas obligatorias o certificar como recibidas a satisfacción, obra que no ha sido ejecutada a cabalidad.

35) Dar lugar a la configuración del silencio administrativo positivo.

36)No instaurarse en forma oportuna por parte del representante legal de la entidad, en el evento de proceder, la acción de repetición contra el funcionario, exfuncionario o particular en el ejercicio de las funciones públicas cuya conducta haya generado conciliación o condena de responsabilidad contra el Estado.

37) Proferir actos administrativos, por fuera del cumplimiento del deber, con violación de las disposiciones constitucionales o legales referentes a la protección de la diversidad étnica y cultural de la nación, de los recursos naturales y del medio ambiente, originando un riesgo grave para las etnias, los pueblos indígenas, la salud humana o la preservación de los ecosistemas naturales o del medio ambiente.

38) Omitir o retardar injustificadamente el ejercicio de las funciones propias de su cargo, permitiendo que se origine un riesgo grave o deterioro de la salud humana, el medio ambiente o los recursos naturales.

39) Utilizar el cargo para participar en las actividades de los partidos y movimientos políticos o en las controversias políticas, sin perjuicio de los derechos previstos en la Constitución y la ley.

40) Utilizar el empleo para presionar a particulares o subalternos a respaldar una causa o campaña política o influir en procesos electorales de carácter político partidista.

41) Ofrecer el servidor público directa o indirectamente, la vinculación de recomendados a la administración o la adjudicación de contratos a favor de determinadas personas, con ocasión o por  razón del trámite de un proyecto legislativo de interés para el Estado o solicitar a los congresistas, diputados o concejales tales prebendas aprovechando su intervención en dicho trámite.

42)Influir en otro servidor público, prevaliéndose de su cargo o de cualquier otra situación o relación derivada de su función o jerarquía para conseguir una actuación, concepto o decisión que le pueda generar directa o indirectamente beneficio de cualquier orden para sí o para un tercero.

43) Causar daño a los equipos estatales de informática, alterar, falsificar, introducir, borrar ocultar o desaparecer información en cualquiera de los sistemas de información oficial contenida en ellos o en  los que se almacene o guarde la misma o permitir el acceso a ella a personas no autorizadas.

44) Favorecer en forma deliberada el ingreso o salida de bienes del territorio nacional sin el lleno de los requisitos exigidos por la legislación aduanera.

45) Ejercer actividades o recibir beneficios de negocios incompatibles con el buen nombre y prestigio de la institución a la que pertenece.

46) No declararse impedido oportunamente, cuando exista la obligación de hacerlo, demorar el trámite de las recusaciones, o actuar después de separado del asunto.

47) Violar la reserva de la investigación y de las demás actuaciones sometidas a la misma restricción.

48)Consumir en el sitio de trabajo o en lugares públicos, sustancias prohibidas que produzcan dependencia física o síquica, asistir al trabajo en tres o más ocasiones en estado de embriaguez o bajo el efecto de estupefacientes.

49) Las demás conductas que la Constitución o en la ley hayan sido previstas con sanción de remoción o destitución o como causales de mala conducta.

50) Ejecutar por razón o con ocasión del cargo, en provecho suyo  o de terceros, actos acciones u operaciones o incurrir en omisiones tendientes a la evasión de impuestos cualquiera que sea su naturaleza o denominación, o violar el régimen aduanero o cambiario.

51) Adquirir directamente o por interpuesta persona bienes que deban ser enajenados en razón de las funciones de su cargo, o hacer gestiones para que otros los adquieran.

52)No dar cumplimiento injustificadamente a la exigencia de adoptar el Sistema Nacional de Contabilidad Pública de acuerdo con las disposiciones emitidas por la Contaduría General de la Nación y no observar las políticas, principios, plazos que en materia de contabilidad pública expidan con el fin de producir información, confiable, oportuna y veraz.

53)Desacatar las ordenes e instrucciones contenidas en las Directivas presidenciales cuyo objeto sea la promoción de los derechos humanos y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, el manejo del orden público o la congelación de nóminas oficiales, dentro de la órbita de su competencia.

54) No resolver la consulta sobre la suspensión provisional en los términos de ley.

55) El abandono injustificado del cargo, función o servicio.

56) Suministrar datos inexactos o documentación  con contenidos que no correspondan a la realidad para conseguir posesión, ascenso o inclusión en carrera administrativa.

57) No enviar a la Procuraduría General de la Nación dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria del fallo judicial, administrativo o fiscal, salvo disposición en contrario, la información que de acuerdo con la ley los servidores públicos están obligados a remitir, referida a las sanciones penales y disciplinarias impuestas, y a las causas de inhabilidad que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las declaraciones de pérdida de investidura y de las condenas proferidas en ejercicio de la acción de repetición o del llamamiento de garantía.

58)Omitir, alterar o suprimir la anotación en el registro de antecedentes, de las sanciones o causas de inhabilidad, que de acuerdo con la ley, las autoridades competentes informen a la Procuraduría General de la Nación, o hacer la anotación tardíamente.

59) Ejercer funciones propias del cargo desempeñado o cumplir otras en cargo diferente, a sabiendas de la existencia de decisión judicial o administrativa de carácter cautelar o provisional, de suspensión en el ejercicio de las mismas.

60) Ejercer las potestades que su empleo o función le concedan para una finalidad distinta a las previstas en la norma otorgante.

61) Ejercer las funciones con el propósito de defraudar otra norma de carácter imperativo.

62) Incurrir injustificadamente en mora sistemática en la sustanciación y fallo de los negocios asignados. Se entiende por mora sistemática, el incumplimiento por parte de un servidor público de los términos fijados por ley o reglamento interno en la sustanciación de los negocios a el asignados, en una proporción que represente el veinte por ciento (20%) de su carga laboral.

63) No asegurar por su valor real los bienes del Estado ni hacer las apropiaciones presupuestales pertinentes.

ARTÍCULO 60: FALTAS GRAVES Y LEVES. Constituyen falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los derechos, la extralimitación de las funciones, o la violación al régimen de prohibiciones, impedimentos,  inhabilidades, incompatibilidades o conflicto de intereses consagrados en la Constitución o en la ley.

La gravedad o levedad de la falta se establecerá de conformidad con los criterios señalados en el artículo 53 de este reglamento o en el artículo 43 de la Ley 734  de 2002 o la norma que la modifique o complemente.

Los comportamientos previstos en normas constitucionales o legales como causales de mala conducta constituyen falta disciplinaria grave o leve si fueren cometidos a título diferente de dolo o culpa gravísima.

ARTÍCULO 61: PRESERVACIÓN DEL ORDEN INTERNO

Cuando se trate de hechos que contraríen en menor grado el orden administrativo al interior de cada dependencia sin afectar sustancialmente  los deberes funcionales, el jefe inmediato llamará  la atención al autor del hecho sin necesidad de acudir a formalismo procesal alguno.
Este llamado de atención  no generará antecedente disciplinario.
TÍTULO IV

PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO

ARTÍCULO 62: PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO
El procedimiento disciplinario se aplicará el establecido en el Código Disciplinario Único o ley 734 de 2002, o la norma que la modifique o  complemente.
LIBRO III

ACOSO LABORAL Y OTROS HOSTIGAMIENTOS EN EL MARCO DE LAS RELACIONES DE TRABAJO

TÍTULO I

PREVENIR, CORREGIR Y SANCIÓN DEL ACOSO LABORAL Y OTROS HOSTIGAMIENTOS EN EL MARCO DE LAS RELACIONES DE TRABAJO

CAPÍTULO I

ACOSO LABORAL

ARTÍCULO 63: DEFINICIÓN 
El acoso laboral es toda conducta persistente y demostrable ejercida sobre un empleado, trabajador por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laborar, generar desmotivación en el trabajo o inducir la renuncia del mismo.

ARTÍCULO 64: MODALIDADES  DE ACOSO LABORAL
1) MALTRATO LABORAL: Todo acto de violencia contra la integridad física o moral, la libertad física o sexual y los bienes de quien se desempeñe como empleado o trabajador; toda expresión verbal injuriosa o ultrajante que lesione la integridad moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre de quienes participen en una relación de trabajo de tipo laboral o todo comportamiento tendiente a menoscabar la autoestima y la dignidad de quien participe en una relación de trabajo de tipo laboral.

2) PERSECUCIÓN LABORAL: Toda conducta cuyas características de reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de inducir la renuncia del empleado o trabajador, mediante la descalificación, la carga excesiva de trabajo y cambios permanentes de horario que puedan producir desmotivación laboral.

3) DISCRIMINACIÓN LABORAL: Todo trato diferenciado por razones de raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, preferencia política o situación social o que carezca de toda razonabilidad desde el punto de vista laboral.

4) ENTORPECIMIENTO LABORAL: Toda acción tendiente a obstaculizar el cumplimiento de la labor o hacerla más gravosa o retardarla con perjuicio para el trabajador o empleado. Constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre otras, la privacidad, ocultación o inutilización de los insumos, documentos o instrumentos para laborar, la destrucción o pérdida de información, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos.

5) INEQUIDAD LABORAL: Asignación de funciones a menosprecio del trabajador.

6) DESPROTECCIÓN LABORAL: Toda conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y la seguridad del trabajador mediante órdenes o asignación de funciones sin el cumplimiento de los requisitos mínimos de protección y seguridad para el trabajador.

ARTÍCULO 65: CONDUCTAS ATENUANTES
Son conductas atenuantes del acoso laboral:

a) Haber observado buena conducta anterior.

b) Obrar en estado de emoción o pasión excusable, o temor intenso, o en estado de ira e intenso dolor.

c) Procurar voluntariamente, después de realizada la conducta, disminuir o anular las consecuencias.

d) Reparar discrecionalmente, el daño ocasionado, aunque no sea  en forma total.

e) Las condiciones de inferioridad síquicas determinadas por la edad o por circunstancias orgánicas que hayan influido en la realización de la conducta.

f) Los vínculos familiares y afectivos.

g) Cuando existe manifiesta o velada provocación o desafío por parte del superior, compañero o subalterno.

h) Cualquier circunstancia de análoga significación a las anteriores.
Parágrafo. El estado de emoción o pasión excusable, no se tendrá en cuenta en el caso de violencia contra la libertad sexual. 
ARTÍCULO 66: CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES
Son circunstancias agravantes:

a) Reiteración de la conducta

b) Cuando exista concurrencia de causales.

c) Realizar la conducta por motivo abyecto, fútil o mediante precio, recompensa o promesa remuneratoria.

d) mediante ocultamiento, aprovechando las condiciones de tiempo, modo y lugar, que dificulte la defensa del ofendido, o la identificación del autor partícipe.

e) Aumentar deliberada o inhumanamente el daño psíquico y biológico causado al sujeto pasivo.

f) La posición predominante que el autor ocupe en la sociedad, por su cargo, rango económico, ilustración, poder, oficio o dignidad.

g) Ejecutar la conducta valiéndose de un tercero o de un inimputable.

h) Cuando la conducta desplegada por el sujeto activo se causa un daño en la salud física o psíquica al sujeto pasivo.

ARTÍCULO 67 SUJETOS Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL ACOSO LABORAL
Pueden ser sujetos activos o autores del acoso laboral:

· La persona natural que se desempeñe como gerente, jefe, director, supervisor o cualquier otra posición de dirección o mando en una empresa u organización en la cual haya relaciones laborales regidas por el Código Sustantivo del Trabajo.

· La persona natural que se desempeñe como superior jerárquico o tenga la calidad de jefe de una dependencia estatal.

· La persona natural que se desempeñe como trabajador o empleado.

Son sujetos pasivos o víctimas del acoso laboral:

· Los servidores públicos, tanto empleados públicos como trabajadores oficiales, que se desempeñen en una dependencia pública.

· Los jefes inmediatos cuando el acoso provenga de sus subalternos.

Son sujetos partícipes del acoso laboral:

· La persona natural que como empleador promueva, induzca, favorezca el acoso laboral.

PARÁGRAFO: Las situaciones de acoso laboral que se corrigen y sancionan en la ley 1010 de 2006, son solo aquellas que ocurren en un ámbito de relaciones de dependencia u subordinación de carácter laboral.

ARTÍCULO 68: CONDUCTAS QUE CONSTITUYEN ACOSO LABORAL
Se presumirá que hay acoso laboral si se acredita la ocurrencia repetida y pública de cualquiera de las siguientes conductas:

a) los actos de agresión física, independientemente de sus consecuencias.

b) Las expresiones injuriosas o ultrajantes sobre la persona, con utilización de palabras soeces o con alusión a la raza, el género, el origen familiar o nacional, la preferencia política o el estatus social.

c) Los comentarios hostiles y humillantes de descalificación profesional  expresados en presencia de los compañeros de trabajo.

d) Las injustificadas amenazas de despido expresadas en presencia de los compañeros de trabajo.

e) Las múltiples denuncias disciplinarias de cualquiera de los sujetos activos del acoso laboral, cuya temeridad quede demostrada por el resultado de los respectivos procesos disciplinarios.

f) La descalificación humillante y en presencia de los compañeros de trabajo de las propuestas u opiniones de trabajo.

g) Las burlas sobre la apariencia física o la forma de vestir, formuladas en público.

h) La alusión pública a hechos pertenecientes a la intimidad de la persona.

i) La imposición de deberes ostensiblemente extraños a las obligaciones laborales, las exigencias abiertamente desproporcionadas sobre el cumplimiento de la labor encomendada y el brusco cambio del lugar de trabajo o de la labor contratada sin ningún fundamento objetivo referente a la necesidad  técnica de la entidad.

j) La exigencia de labor en horarios excesivos respecto a la jornada laboral contratada o legalmente establecida, los cambios sorpresivos del turno laboral y la exigencia permanente de laborar en dominicales y días festivos sin ningún fundamento objetivo en las necesidades de la entidad o en forma discriminatoria respecto a los demás trabajadores o empleados.

k) El trato notoriamente discriminatorio respecto a los demás empleados en cuanto al otorgamiento de derechos y prerrogativas laborales y la imposición de deberes laborales.

l) La negativa de suministrar materiales e información absolutamente indispensable para el cumplimiento de la labor.

m) La negativa claramente a otorgar permisos, licencias por enfermedad, licencias ordinarias y vacaciones, cuando se dan las condiciones legales, reglamentarias o convencionales para pedirlos.

n) El envío de anónimos, llamadas telefónicas y mensajes virtuales con contenidos injuriosos, ofensivos o intimidatorios o el sometimiento a una situación de aislamiento social.

En los demás casos enumerados en este artículo, la autoridad competente valorará, según las circunstancias del caso y la gravedad de las conductas denunciadas, la ocurrencia del acoso laboral descrito en el artículo 64 del presente reglamento.

Excepcionalmente un solo acto hostil bastará para acreditar el acoso laboral. La autoridad competente apreciará tal circunstancia, según la gravedad de la conducta denunciada y su capacidad de ofender por sí sola la dignidad humana, la vida e integridad física, la libertad sexual y demás derechos fundamentales.

Cuando las conductas descritas en este artículo tengan ocurrencias en privado, deberán ser demostradas por los medios de prueba reconocidos en la ley proceso civil.

ARTÍCULO 69: CONDUCTAS QUE NO CONSTITUYEN ACOSO LABORAL:

No constituyen acoso laboral bajo ninguna de sus modalidades:

a) Las exigencias y órdenes, necesarias para mantener la disciplina en los cuerpos que componen la fuerza pública conforme al principio constitucional de obediencia debida.

b) Los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria que legalmente corresponde a los superiores jerárquicos sobre sus subalternos.

c) La formulación de exigencias razonables de fidelidad laboral o lealtad empresarial e institucional.

d) La formulación de circulares o memorandos de servicio encaminados a solicitar exigencias técnicas o mejorar la eficiencia laboral y la evaluación laboral de subalternos conforme a indicadores objetivos y generales de rendimiento.

e) La solicitud de cumplir deberes extras de colaboración con la institución, cuando sean necesarios para la continuidad del servicio o para solucionar situaciones difíciles en la operación de la institución.

f) Las actuaciones administrativas o gestiones encaminadas a dar por terminado el contrato de trabajo, con base en una causa legal o una justa causa, prevista en la legislación sobre la función pública.

g) La solicitud de cumplir los deberes de la persona y el ciudadano, de que trata el artículo 95 de la Constitución Política de Colombia.

h) Las exigencias de cumplir con las estipulaciones contenidas en los reglamentos.

i) Las exigencias de cumplir con las obligaciones, deberes y prohibiciones  de que trata la legislación disciplinaria aplicable a los servidores públicos.

PARÁGRAFO: Las exigencias técnicas, los requerimientos de eficiencia y las peticiones de colaboración a que se refiere este artículo deberán ser justificados, fundados en criterios objetivos y no discriminatorios.

ARTÍCULO 70: MEDIDAS PREVENTIVAS Y CORRECTIVAS DEL ACOSO LABORAL
1) La víctima del acoso laboral podrá poner en conocimiento del inspector de trabajo con competencia en el lugar de los hechos, del personero municipal o de la Defensoría de Pueblo, a prevención la ocurrencia de una situación continuada y ostensible de acoso laboral. La denuncia deberá dirigirse por escrito en que se detallen los hechos denunciados y al que se anexa prueba sumaria de los mismos. 

Las acciones preventivas del acoso laboral, deben ser enmarcadas dentro del Sistema de Estímulos y la Calidad de Vida Laboral, además la Caja de Compensación Familiar a la cual se encuentran afiliados los funcionarios de la Alcaldía podrá realizar talleres de  Relaciones Humanas o de Integración, Terapias Grupales y Educación Experimental, entre otros, los cuales deben ser coordinados por la Secretaría Administrativa,  Unidad de Personal o por la dependencia que ejerza dichas funciones.

Se debe brindar capacitación de carácter obligatorio a los jefes y directivos, pues es sobre quienes  según la Ley de 1010 de 2006, recae la mayor responsabilidad en la presentación de situaciones de acoso laboral.

2) Quien se considere víctima de una conducta de acoso laboral bajo alguna de las modalidades descritas en el artículo 63 de este reglamento, podrá solicitar la intervención de una institución de conciliación autorizada legalmente a fin de que amigablemente se supere la situación de acoso laboral o podrán servir de conciliadores entre las partes la Comisión de Personal o dos (2) servidores públicos de la entidad quienes deberán ser designados por el jefe de la misma o su delegado.

PARÁGRAFO 1: La omisión en la adopción de medidas preventivas y correctivas de la situación de acoso laboral por parte del empleador o jefes superiores de la administración, se entenderá como tolerancia de la misma.

PARÁGRAFO 2: La denuncia a que se refiere el numeral 1 de este artículo podrá acompañarse de la solicitud de traslado a otra dependencia de la entidad, si existe una opción clara en este sentido y será sugerida por la autoridad competente como medida correctiva cuando ello fuere posible.

ARTÍCULO 71: TRATAMIENTO SANCIONATORIO AL ACOSO LABORAL
El acoso laboral, cuando estuviere debidamente acreditado, se sancionará así:

1) Para los servidores públicos como falta disciplinaria gravísima establecida  en el Código Disciplinario Único o la norma que lo modifique o complemente.

2) Con sanción de multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes para la persona que lo realice y para el empleador que lo tolere.

3) Con la obligación de pagar a las Empresas Prestadoras de Salud y las Aseguradoras de Riesgos Profesionales el cincuenta  por ciento (50%) del costo del tratamiento de enfermedades profesionales, alteraciones de salud y demás secuelas originadas en el acoso laboral. Esta obligación corre por cuenta del empleador que haya ocasionado el acoso laboral o lo haya tolerado, sin perjuicio a la atención oportuna y debida al trabajador afectado antes de que la autoridad competente dictamine si su enfermedad ha sido como consecuencia del acoso laboral y sin perjuicio de las demás acciones consagradas en las normas de seguridad social para las entidades administradoras frente a los empleadores.

PARÁGRAFO 1: Los dineros provenientes de las multas impuestas por acoso laboral se destinarán al presupuesto de la entidad pública cuya autoridad la imponga y podrá ser cobrada mediante la jurisdicción coactiva con la debida actualización del valor.

PARÁGRAFO 2: Durante la investigación disciplinaria o el juzgamiento por conductas constitutivas de acoso laboral, el funcionario que la está adelantando podrá ordenar motivadamente la suspensión provisional del servidor público, en los términos del artículo 157 de la Ley 734 de 2002, o la norma que la modifique o complemente, siempre y cuando existan serios indicios de actitudes retaliatorias en contra de la posible víctima.

ARTÍCULO 72: GARANTÍAS CONTRA ACTITUDES RETALIATORIAS.

A fin de evitar actos de represalia contra quienes han formulado peticiones, quejas y denuncias de acoso laboral o sirvan de testigos en tales procedimientos, establézcanse las siguientes garantías: 

 1) La destitución de la víctima del acoso laboral que haya ejercido los procedimientos preventivos, correctivos y sancionatorios consagrados  en la ley   1010 de 2006, o la norma que la modifique o complemente, carecerán de todo efecto cuando se profiera dentro de los seis (6) meses siguientes a la petición o queja, siempre y cuando la autoridad administrativa, judicial o de control competente verifique la ocurrencia de los hechos puestos en conocimiento. 

2) La formulación de denuncia de acoso laboral en una dependencia estatal, podrá provocar el ejercicio del poder preferente a favor del Ministerio Público. En tal caso, la competencia disciplinaria contra el denunciante solo podrá ser ejercida por dicho órgano de control mientras se decida la acción laboral en la que se discuta tal situación. 

Las anteriores garantías cobijarán también a quienes hayan servido como testigos en los procedimientos disciplinarios y administrativos de que trata la presente ley.

ARTÍCULO 73: COMPETENCIA

Es competencia del Ministerio Público  conocer la falta disciplinaria de los servidores públicos, por acoso laboral
ARTÍCULO 74: PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO
Cuando la competencia para la sanción correspondiere al Ministerio Público se aplicará el procedimiento previsto en el Código Disciplinario Único o la norma que lo modifique o complemente.

ARTÍCULO 75: TEMERIDAD DE LA QUEJA DE ACOSO LABORAL
Cuando a juicio del Ministerio Público, la queja de acoso laboral carezca de todo fundamento fáctico o razonable, se impondrá a quien la formuló una sanción de multa entre medio y tres salarios mínimos legales mensuales, los cuales se descontarán sucesivamente de la remuneración que el quejoso devengue, durante los seis (6) meses siguientes a su imposición.

Igual sanción se impondrá a quien formule más de una denuncia o queja de acoso laboral con base en los mismos hechos.

Los dineros recaudados por tales multas se destinarán a la entidad pública a que pertenece la autoridad que la impuso.

ARTÍCULO 76: LLAMAMIENTO DE GARANTÍA
En los procesos relativos a nulidad y restablecimiento del derecho en los cuales se discutan vicios de legalidad de falsa motivación o desviación de poder, basados en hechos que pudieran ser constitutivos de acoso laboral, la parte demandada podrá en el término de fijación en lista, llamar en garantía al autor de la conducta de acoso.

ARTÍCULO 77: SUSPENSIÓN DE LA EVALUACIÓN Y CALIFICACIÓN DEL DESEMPEÑO LABORAL
Previo dictamen de la Entidad Promotora de Salud EPS a la cual esté afiliado el sujeto pasivo del acoso laboral, se suspenderá la evaluación de desempeño por el tiempo que determine el dictamen médico.

ARTÍCULO 78: SUJETOS PROCESALES
Podrán intervenir en la actuación disciplinaria que se adelanta por acoso laboral, el investigado y su defensor, el sujeto pasivo o su representante.

ARTÍCULO 79: CADUCIDAD

Las acciones derivadas del acoso laboral  caducarán seis (6) meses después de la fecha en que hayan ocurrido  las conductas a que hace referencia la ley 1010 de 2006 o la norma que la modifique o complemente.

ARTÍCULO 80: VIGENCIA Y DEROGATORIA
El presente Decreto rige a partir de la expedición y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el Decreto 270 de octubre 30 de 1985.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bucaramanga, a los              

El Alcalde Municipal (E)
SANDRA LUCIA LEON LEON 
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